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Resumo: A nova xeración de acordos de libre comercio en curso de negociación ou conclusión por 
parte da Unión Europea –simbolizados no frustrado TTIP e o ranqueante CETA– formulan multitude de 
cuestións desde diversidade de perspectivas. Esta análise, desenvolvida cun enfoque xurídico, aborda as 
cuestións máis relevantes que suscita o seu proceso de negociación –en particular a controvertida con-
fidencialidade que rodea o seu desenvolvemento– e a súa conclusión, en razón da eventual implicación 
dos seus Estados membros no caso de que se admita a súa natureza de “acordos mixtos”. Ao fío diso, 
considerarase a posible incidencia de mecanismos de democracia participativa tanto a nivel europeo –a 
Iniciativa Cidadá Europea– como nacional, concluíndo cun bosquexo das posibilidades de control xuris-
dicional nun e noutro plano.
Palabras clave: política comercial; Unión Europea; acordos comerciais; acordos mixtos; transparencia; 
control democrático; control xurisdicional.

Resumen: La nueva generación de acuerdos de libre comercio en curso de negociación o conclusión por 
parte de la Unión Europea –simbolizados en el fallido TTIP y el renqueante CETA– plantean multitud de 
cuestiones desde diversidad de perspectivas. Este análisis, desarrollado con un enfoque jurídico, aborda 
las cuestiones más relevantes que suscita su proceso de negociación –en particular la controvertida confi-
dencialidad que rodea su desarrollo– y su conclusión, en razón de la eventual implicación de sus Estados 
miembros en el caso de que se admita su naturaleza de “acuerdos mixtos”. Al hilo de ello, se considerará 
la posible incidencia de los mecanismos de la democracia participativa tanto a nivel europeo –la Iniciativa 
Ciudadana Europea– como nacional, concluyendo con un bosquejo de las posibilidades de control juris-
diccional en uno y otro plano.
Palabras clave: política comercial; Unión Europea; acuerdos comerciales; acuerdos mixtos; transparencia; 
control democrático; control jurisdiccional.
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Abstract: The new generation of free trade agreements under negotiation or conclusion by the European 
Union –symbolized in the failed TTIP and the questioned CETA– raise a number of problems from different 
perspectives. This analysis, developed with a legal approach, addresses the most relevant issues arising 
from their negotiating process –specially, the controversial confidentiality surrounding its development– 
and its conclusion, given the possible involvement of its Member States if their nature of “mixed agree-
ments” is admitted. Also, the possible impact of the participatory democracy mechanisms at European 
–the European Citizens’ Initiative– and national level is considered, concluding with an outline of the 
possibilities and impact of judicial control on both sides.
Key words: commercial policy; European Union; commercial agreements; mixed agreements; transpa-
rency; democratic control; judicial control.
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1 LA NUEVA GENERACIÓN DE ACUERDOS DE LIBRE COMERCIO

En el último lustro se ha registrado un significativo desarrollo en la negociación de tratados 
de libre comercio entre significativos grupos de Estados. Se trata de una “nueva generación” 
de acuerdos, toda vez que, superando las clásicas técnicas de liberalización comercial, aspiran 
a intensificar los intercambios de todo orden sobre la base –no de unos desarmes arancelarios 
crecientemente generalizados merced a la acción sucesiva del GATT y de la OMC–, sino con-
forme a una relativa armonización de las reglas comerciales entre los Estados participantes1. A 
esta nueva generación responden, entre otros, los nuevos tratados multilaterales restringidos 
(llamados ahora “plurilaterales”), como el Acuerdo de Asociación Transpacífico (TPP)2, el Acuerdo 
Económico y Comercial Global (en lo sucesivo, CETA) en vías de conclusión entre la Unión Euro-
pea y Canadá3, la aparentemente fallida Asociación Trasatlántica para el Comercio y la Inversión 
(en lo sucesivo, TTIP) o el menos conocido Acuerdo sobre el Comercio de Inversiones y Servicios 
(TISA), cuya negociación iniciaron los EE. UU., la UE y otros Estados de la OMC, proclives a una 
intensificación de los, a su juicio, magros resultados del AGCS/GATS de 19954. 

Aunque los objetivos que animan a estos nuevos acuerdos se sustentan en la potenciación 
del libre comercio –al que se suman ahora las inversiones–, conviene advertir que las herramien-
tas que se contemplan en ellos no son los tradicionales desarmes arancelarios al uso –reducidos 
hoy por ejemplo en las relaciones trasatlánticas a cifras anecdóticas5–, sino medidas de otro cariz 
–fundamentalmente, la eliminación de las barreras técnicas o fiscales– tras las que se esconde 
muchas veces el proteccionismo –tal como en su día puso de manifiesto el célebre asunto Cassis 
de Dijon6–, pero que también en ocasiones responden a objetivos (salud, medio ambiente, pro-
tección de los consumidores, etc.), merecedores de atención por los poderes públicos.

El cambio de modelo supone en la práctica una redefinición de las áreas de libre comercio, 
abandonando las anteriores tentativas por establecer un marco global (“multilateralismo”) en 
el seno de la OMC7, en pro de espacios más restringidos, a los que alude el término “plurilate-
ralismo”. Sin embargo, esta apuesta por el particularismo puede reportar inconvenientes tanto 
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desde una perspectiva jurídica como económica, pues las especificidades inherentes a estos 
nuevos acuerdos “incrementan” la fragmentación de las reglas del juego para las empresas 
implicadas en el comercio internacional, generando(les) al mismo tiempo sustanciales costes de 
información”8. En otro orden de cosas, este nuevo diseño tiene unas implicaciones geopolíticas 
evidentes porque tanto el TPP como el CETA o el TTIP dejan fuera, de un lado, a los BRICS, así 
como a las restantes economías emergentes, por lo que no ha faltado quien ve en ellos expo-
nentes de la nueva estrategia del capitalismo global9.

Siendo muchas las cuestiones que suscita la regulación contemplada en estos acuerdos, 
este trabajo se limitará a abordar el examen jurídico de las cuestiones que suscita su proceso de 
negociación y conclusión desde la perspectiva que plantea la implicación en ellos de la Unión 
Europea. Se comprenderá por tanto que nuestra atención se dirija tanto hacia el CETA –en curso 
de conclusión– como hacia el languideciente TTIP, toda vez que estos han despertado un interés 
inusitado, lejos de la relativa placidez con la que hasta ahora discurrían los procesos de negocia-
ción comercial abordados por la Unión.

2 EL DESARROLLO DE LAS NEGOCIACIONES COMERCIALES: CON-
FIDENCIALIDAD VS. TRANSPARENCIA

Las negociaciones entabladas por la UE con Canadá y los EE. UU., respectivamente, con 
miras a fortalecer el libre comercio a ambas orillas del Atlántico se iniciaron respectivamente en 
2009 y 2013. En su desarrollo se han planteado cuestiones tales como la determinación de los 
actores participantes y los límites existentes en su proceso –particularmente la discreción que 
han mantenido los negociadores–. En el análisis que sigue, no obstante, incidiremos asimismo 
en la influencia de las partes interesadas (stakeholders) en el contenido de las negociaciones.

2.1 La elaboración de los acuerdos

Por parte de la Unión Europea, la negociación de los acuerdos compete a la Comisión, 
siguiendo –eso sí– las instrucciones cursadas por el Consejo al autorizar su apertura y aprobar 
el mandato negociador10. Se da aquí una división de funciones característica de todo proceso 
de negociación internacional: p.e. en España, la Constitución y la Ley 25/2014, de 27 de di-
ciembre, de tratados y otros acuerdos internacionales (LTOAI) –esta última, particularmente–, 
precisan que el Gobierno acuerda la apertura de negociaciones, pero estas las desarrolla el mi-
nisterio competente ratione materiae11. Este papel esencial atribuido a la Comisión en esta fase 
del proceso de elaboración de los acuerdos, por otra parte, no se ve cuestionada por el hecho de 
que las materias eventualmente comprendidas en ellos excedan de las competencias atribuidas 
en exclusiva a la Unión Europea, pues incluso en la eventualidad de que su contenido final con-
forme un supuesto de “acuerdo mixto” –esto es, un tratado precisado para su conclusión de la 
participación adicional de los Estados miembros– la práctica institucional ha venido atribuyendo 
el rol negociador –aun en estos casos– en exclusiva a la Comisión12. En otro orden de cosas, 
conviene destacar que en lo que respecta al CETA, el equipo negociador de la parte canadiense 
incluía a representantes de diferentes provincias, en conformidad con las previsiones de su sis-
tema constitucional; no así, en el caso del TTIP, donde la negociación por parte estadounidense 
era monopolizada por los representantes de la Unión (americana), dadas las competencias ex-
clusivas en manos de esta13. 
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Por otra parte, en cuanto a su desarrollo, el proceso negociador –tanto del CETA y el TTIP 
como de cualquier otro tratado– se caracteriza por su notable flexibilidad14. Los negociadores 
pueden convenir en estructurar la negociación como tengan a bien, su desarrollo puede ace-
lerarse o prolongarse en el tiempo y puede suspenderse o darse por terminado en cualquier 
momento en virtud de sus exclusivos intereses. De hecho, no son frecuentes las obligaciones 
jurídicas en materia de negociación de acuerdos (pacta de contrahendo) y en el caso que nos 
ocupa la libertad de los negociadores –con las salvedades apuntadas en relación con su manda-
to respectivo– es plena. De hecho, las exigencias que impone el derecho internacional en lo que 
respecta a la genérica observancia en su transcurso del principio de buena fe aunque entrañan la 
necesidad de adoptar un enfoque constructivo en el desarrollo de la negociación, en la práctica 
sólo se traducen en la exigencia de que no se recurra a engaños o maquinaciones fraudulentas 
con miras a propiciar un acuerdo que de otra forma no tendría lugar15. 

De hecho, la relativa anomia característica del proceso negociador sólo encuentra un límite 
en la vigencia –como se verá, por otra parte, relativa– del denominado principio de la confiden-
cialidad en el desarrollo de las negociaciones16.

2.2 La confidencialidad en el proceso de negociación y la incidencia 
del principio de transparencia

En efecto, un rasgo característico de toda negociación en derecho internacional ha sido 
tradicionalmente el de la confidencialidad. Es verdad que el Convenio de Viena sobre derecho 
de los tratados de 23 de mayo de 1969 –expresivo del derecho en vigor en la materia como 
ha reconocido repetidas veces el TJUE– no se refiere a ello y de forma significativa también la 
reciente ley española de tratados omite toda referencia al tema cuando define el término17, 
pero se da por sentado que es un rasgo propio de toda negociación; tanto es así que en el 
pasado incluso los “Estados socialistas” –que tendían a cuestionar buena parte de las reglas del 
derecho internacional como expresión de un orden burgués– se caracterizaban por insistir en 
tal exigencia18. Desde entonces y pese a los profundos cambios experimentados en el sistema 
internacional, la situación no ha cambiado radicalmente: sirva para demostrarlo que durante las 
recientes negociaciones desarrolladas con Irán con miras a alcanzar un acuerdo en relación con 
su programa nuclear la confidencialidad se ha mantenido –incluso en términos muy estrictos– 
durante el proceso19.

No obstante, la regla de la confidencialidad no es un principio inmutable. En particular, el 
desarrollo “exponencial” de negociaciones en entornos multilaterales ha tendido a introducir 
mecanismos de publicidad: las grandes conferencias internacionales promovidas por las Na-
ciones Unidas –sirva de ejemplo la desarrollada en París en otoño de 2015 sobre el clima– han 
propiciado una difusión de las propuestas negociadoras, convirtiéndose la publicidad en un 
elemento más de presión en el contexto negociador; de hecho –como se ha destacado– la pre-
sión social y la transparencia que caracteriza a estos entornos coadyuvan a la “fuerza civilizadora 
de la hipocresía”, conforme a la cual los Estados se ven obligados a edulcorar sus posiciones 
negociadoras “con invocaciones al interés general en vez de la egoísta defensa de sus solos 
intereses”20.

No hay duda de que –pese a las especificidades que comporta la observancia del derecho 
de los tratados en el ámbito de la UE, tal como ha destacado P. Andrés Sáenz de Santa María 
en un reciente y pormenorizado estudio21– las reglas anteriormente descritas resultan en ella 
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operativas. Sin embargo, la existencia de un principio de transparencia, que ordena el funciona-
miento de la Unión y obliga –entre otras cosas– a sus instituciones a facilitar información a los 
ciudadanos acerca de las actuaciones que esta emprende obliga a matizar las precedentes afir-
maciones. De hecho, tras el Tratado de Lisboa de 2007 ha habido importantes desarrollos tanto 
normativos como derivados de la práctica institucional que han introducido una considerable 
presión sobre la vigencia de la confidencialidad, en clara contestación a los afanes de la Comi-
sión y del Consejo por ampliar su dominio so pretexto de la dimensión “securitaria” presente 
en muchas acciones de la UE22. Y es que la publicidad, además de reforzar la transparencia del 
sistema jurídico de la Unión, pone en camino hacia un empoderamiento de los ciudadanos 
europeos sobre los asuntos globales23.

Como resultado, como ha destacado su Tribunal de Justicia, la tensión entre transparencia y 
confidencialidad en el dominio de las negociaciones internacionales desarrolladas por la UE no 
se resuelve siempre en favor de la segunda, pues: 

“la participación del público en el procedimiento relativo a la negociación y conclusión de 
un tratado internacional está necesariamente restringida, teniendo presente el interés legítimo 
de no desvelar los elementos estratégicos de las negociaciones”24.

Aquel concluía reconociendo que el mismo interés general imponía en el caso el hecho de 
que el documento reclamado fuera accesible.

Empero, las negociaciones comerciales del tipo de las planteadas en el CETA y en el TTIP 
plantean problemas de orden estructural para posibilitar el despliegue del apuntado principio 
de transparencia, dado que su negociación discurre conforme al principio del package deal; esto 
es, se trata de una “negociación global” que alcanza a todos sus puntos hasta que se logre un 
acuerdo definitivo25; o, lo que es lo mismo, que los términos acordados no son firmes hasta el 
cierre mismo de la negociación, por lo que una eventual publicidad de las negociaciones no ga-
rantiza un cabal conocimiento de los términos del acuerdo: más aún, la instrumentalización de 
esta podría propiciar cambios drásticos en el contenido de los compromisos provisionalmente 
alcanzados.

Con todo, ha de reconocerse que, tras el “secretismo inicial” en los albores de la negocia-
ción del TTIP –no en las del CETA26–, este ha sido paulatinamente abandonado por parte de la 
“Comisión Juncker” (difusión del mandato negociador; consultas públicas en 2014; publicidad 
de las propuestas negociadoras de la Comisión, etc.)27, en lo que se percibió como una clara 
respuesta a las agudas críticas recibidas por parte de la opinión pública y las organizaciones de 
la sociedad civil28. El resultado sitúa a la UE a considerable distancia del grado de información 
que se dispensa al proceso negociador en los EE. UU. y del común, por otra parte, en otras 
negociaciones de esta índole29. 

2.3 La confidencialidad y el papel de los lobbies en el proceso 
negociador

Conviene reparar en un último argumento sobre la base del cual se ha defendido la perti-
nencia del mantenimiento de la confidencialidad en los procesos negociadores en materia eco-
nómica y comercial y conforme al cual la reserva mantenida a lo largo de su desarrollo trataría 
de evitar la interferencia de los grupos de interés, supuestamente afectados por el acuerdo en 
ciernes. Desde esta perspectiva, se ha señalado que:
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“la realidad de una negociación obliga a admitir que, durante el forcejeo que cada parte 
realiza en defensa de sus intereses, se beneficia a algunos sectores de su propia economía tal vez 
en perjuicio de otros”30.

De suerte que 
“uno de los problemas que plantea esta difícil y a veces penosa decisión es que, si la conce-

sión fuera narrada al público sin explicaciones complementarias, tropezaría con insoportables 
presiones de los sectores perjudicados”31.

Ahora bien, sería ingenuo pretender que el desarrollo de las negociaciones discurre al mar-
gen de los actores interesados por su resultado, máxime si analizamos –como es el caso– un 
proceso que interesa a los más importantes actores económicos y comerciales del planeta32. De 
hecho, la importancia que en el marco de las negociaciones se confiere a los stakeholders queda 
clara en el simple hecho de reparar que al inicio de cada ronda negociadora tiene lugar un en-
cuentro entre estos y las principales organizaciones representativas de los sectores interesados. 
Pero al margen de esta “ritualización”, los contactos entre unos y otros se desarrollan al hilo 
de las mismas por cauces que no resultan usualmente conocidos. El influjo que deparan estos 
contactos resulta difícil de calibrar, pero es sin duda notable, por lo que parece conveniente 
arbitrar mecanismos que palíen las deficiencias actualmente existentes, acrecentando al menos 
la transparencia –si es posible– de estos grupos de presión. En este orden, es evidente que la 
regulación existente en el marco de la UE, con ser ciertamente más satisfactoria que la existente 
en muchos Estados miembros –el caso español en este punto es desesperanzador33– resulta 
manifiestamente mejorable, pese a los intentos en curso34.

2.4 La adopción y autenticación de los textos de los acuerdos y la 
quiebra de la confidencialidad: la “renegociación” del CETA

La confidencialidad que rodea al proceso negociador concluye una vez que este termina con 
la adopción y autenticación del texto del acuerdo. Si bien la adopción supone la expresión del 
acuerdo de los negociadores sobre el texto del tratado, este proceso va seguido indefectible-
mente por la autenticación a través de la cual los negociadores convienen en identificar el texto 
sobre el que expresan su acuerdo, declarando su autenticidad –de ahí el término– y considerán-
dolo irreformable (ne varietur).

El derecho internacional –codificado en los mencionados Convenios de Viena– regula estas 
cuestiones estableciendo las modalidades susceptibles de ser acogidas por los negociadores 
para llevar a efecto tales actos. En este punto, dado que las negociaciones aquí consideradas son 
de carácter bilateral, la adopción no plantea especiales problemas, concretándose en el acuerdo 
unánime de las respectivas delegaciones acerca del texto adoptado. En cuanto a la autentica-
ción, en cambio, existe diversidad de procedimientos con miras a proceder a la adveración del 
texto; los Convenios de Viena identifican –de forma no exhaustiva– algunos de ellos, como la 
firma, la firma ad referendum y la rúbrica.

Conviene destacar que en la práctica convencional desarrollada por la Unión Europea es 
la rúbrica el procedimiento usualmente seguido a tales efectos, tras la cual el texto resulta –en 
principio– definitivo, pudiendo darse a conocer su contenido35. En el caso del CETA, efectiva-
mente la autenticación se realizó el 1 de agosto de 2014, procediendo poco después a la difu-
sión del contenido del acuerdo. En concreto, los entonces presidentes de la Comisión, M. Durão 
Barroso, y del Consejo Europeo, H. van Rompuy, y el primer ministro canadiense de la época, S. 
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Harper, anunciaron de manera conjunta el final de las negociaciones en la Cumbre UE-Canadá 
de 26 de septiembre de 2014, tras lo cual el texto del acuerdo se hizo público el mismo día. A 
partir de ese momento, el texto del acuerdo fue conocido tanto por los Estados miembros como 
por el público, propiciando una reacción adversa no sólo entre la movilizada opinión pública, 
sino entre algunos de los gobiernos de los Estados miembros, poco conformes con algunas de 
las soluciones arbitradas en sus disposiciones. 

En puridad, no obstante, dado que el texto había sido autenticado, no cabía esperar que 
experimentara sensibles modificaciones, salvo las que resultaran del denominado proceso de 
revisión jurídica (legal scrubbing), conforme al cual se procede a efectuar leves ajustes en el texto 
acordado con miras a acomodarlo a la terminología jurídica específica respectiva. En este caso, 
sin embargo, el proceso de revisión fue aprovechado para introducir modificaciones de alcance, 
resultado de un velado proceso de renegociación con miras a sustituir las disposiciones más 
controvertidas –en concreto, las relativas al mecanismo de arreglo de controversias en materia 
de inversiones (comúnmente denominado ISDS)– para atender las exigencias formuladas por 
algunos Estados en línea con las demandas de la opinión pública y de sectores caracterizados, 
particularmente las asociaciones judiciales. Como consecuencia, el texto difundido por la Comi-
sión Europea, tras el proceso de revisión jurídica, el 29 de febrero de 2016, presentaba significa-
tivas alteraciones respecto de la versión de 201436.

La experiencia en este caso venía a demostrar que las cortapisas derivadas de la confidencia-
lidad observada en su elaboración habían jugado un flaco favor al propio acuerdo, que, una vez 
conocido, debía ser objeto de una “renegociación” vergonzante.

3 EL CONTROL DEMOCRÁTICO DE LOS ACUERDOS: EL PAPEL DEL 
PARLAMENTO EUROPEO, DE LOS ESTADOS Y DE LOS CIUDADA-
NOS

El desarrollo de la vertiente exterior de la Unión ha de acomodarse a los principios que ver-
tebran su estructura; entre ellos, el principio democrático. La conclusión de acuerdos de natura-
leza comercial, sean de viejo cuño o de nueva generación, requiere por consiguiente su subor-
dinación a controles democráticos. Indudablemente, entra aquí en juego el correspondiente al 
Parlamento Europeo, si bien cabe plantearse si ese control no habrá de interesar igualmente a 
los parlamentos nacionales e incluso a los propios ciudadanos a través de los instrumentos de la 
democracia participativa, reforzados tras la entrada en vigor del Tratado de Lisboa. 

Por otro lado, dado que tanto la Unión como sus Estados miembros respetan el principio de 
la “Unión/Estado de derecho”, este se ve salvaguardado en último análisis a través del sistema 
jurisdiccional multinivel que conforman los órganos jurisdiccionales de la UE y de sus Estados 
miembros, que pueden venir llamados a intervenir para controlar la legalidad de aquellos. 

3.1 El control del acuerdo por parte del Parlamento Europeo

En cuanto a lo primero –el control por parte del PE–, la información facilitada regularmente 
a la cámara es, por el momento, reducida por todo lo expuesto con anterioridad37. Con todo, es 
el Parlamento Europeo el responsable –a través del “procedimiento legislativo especial”, antes 
conocido como “dictamen conforme”– de pronunciarse a favor o en contra del acuerdo (artícu-
lo 218 TFUE); eso sí, limitándose a aprobarlo o rechazarlo, pero sin poder introducir ningún tipo 
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de enmiendas38. No es menos cierto, sin embargo, que esta capacidad limitada de actuación 
es conforme con la existente en las instituciones parlamentarias de los Estados miembros; por 
recurrir al ejemplo español, durante el proceso de autorización parlamentaria, la formulación de 
enmiendas al articulado de los tratados internacionales sometidos a su aprobación está vedada 
por los reglamentos parlamentarios. Con arreglo a estas premisas, el PE concedía recientemente 
su aprobación a la celebración del CETA39.

Estas restricciones en la capacidad de la institución parlamentaria no le impiden en cambio 
solicitar un dictamen del Tribunal de Justicia para el caso de que considere que el proyecto de 
acuerdo resulta incompatible con los tratados (artículo 218.11 TFUE). En este caso, se abre la 
vía para un control jurisdiccional40, que puede abocar –el dictamen del TJUE pese a su denomi-
nación tiene carácter vinculante– a una resolución negativa que impida su conclusión u obligue 
a una renegociación de su contenido.

3.2 El papel de los Estados: la función de los gobiernos y la 
eventual intervención de los parlamentos nacionales en la 
hipótesis de la “mixtura” del CETA y el TTIP 

Ciertamente, los Estados miembros –sus gobiernos– participan en el iter decisorio, pues es al 
Consejo de la UE –en el que se hallan todos ellos representados– al que corresponde aprobar el 
acuerdo; cosa distinta es qué reglas habrían de resultar aplicables, por cuanto –desde la entrada 
en vigor del Tratado de Lisboa y la consiguiente revisión de las disposiciones de la UE en materia 
de política comercial– según se califique el acuerdo, conforme al artículo 207.4 TFUE, puede 
requerirse bien una simple mayoría cualificada (primer apartado) o bien unanimidad (acuerdos 
en materia de servicios o inversiones requeridos de desarrollo interno por unanimidad, acuerdos 
con implicaciones culturales, en materia de servicios sociales, educación, etc.), con posibilidad 
de veto por parte de cualquier Estado en este último caso41; esta última opción es la que mane-
jaba el Gobierno griego de Syriza cuando blandía en 2015 la posibilidad de oponerse al futuro 
TTIP42.

Más discutible resulta la cuestión de si los parlamentos nacionales habrán de venir llamados 
a intervenir en el proceso. En tal sentido, si bien desde la Comisión se han trasladado en suce-
sivos momentos opiniones en tal sentido (y en el contrario)43, algunos parlamentos nacionales 
–entre los que no se encontraba el español– se planteaban en 2014 una iniciativa a tal fin44, con 
apoyo en una interpretación de tales acuerdos que permitiría su engarce en las disposiciones 
del artículo 218.8 TFUE, en donde subsiste aún hoy en día la tipología de los “acuerdos mix-
tos”, requeridos como tales de su aprobación tanto por la UE como por los Estados miembros, 
“de conformidad con sus reglas constitucionales respectivas” –ergo, en España mediante au-
torización parlamentaria (no es en cambio preceptivo un referéndum)45–, con la consiguiente 
posibilidad de veto por parte de cualquier Estado. No ha de ocultarse que tal planteamiento, 
sin embargo, se ve dificultado por el aparente tenor restrictivo del artículo 218.8, que enume-
ra uti singuli los acuerdos en cuestión: acuerdos de asociación (p. e. el Acuerdo de Cotonú)46, 
acuerdos con Estados candidatos a la adhesión, así como el eventual acuerdo de adhesión de la 
UE al CEDH (“torpedeado” como es sabido, por el TJUE en su Dictamen 2/13, de 18 de diciem-
bre de 2014)47. Con todo, la cuestión parece haberse resuelto definitivamente con el reciente 
Dictamen TJUE 2/15 de 16 de mayo de 2017 en donde el Tribunal asume el carácter de “com-
petencia compartida” –y la consiguiente “mixtura”– de muy concretas materias contenidas en 
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los acuerdos comerciales de nueva generación –como los que abordamos– imponiendo en este 
caso su necesaria conclusión por parte de los Estados miembros conforme a sus procedimientos 
constitucionales respectivos48; ergo, precisados de la autorización parlamentaria correspondien-
te. Adviértase, no obstante, que aun en tales casos, la intervención de las cámaras parlamenta-
rias competentes de los Estados miembros no impediría la eventual aplicación provisional de los 
acuerdos con anterioridad a su aprobación por aquellas, cuestión esta siempre sensible49.

Una última precisión –derivada en este caso del reciente proceso de firma del CETA– es la 
relativa a que las instancias parlamentarias competentes a nivel nacional –en el caso de que 
vengan llamadas a intervenir en el proceso– han de ser las que tengan atribuida la competencia 
para ello, de acuerdo con el principio estructural del respeto a la identidad constitucional de 
los Estados miembros (artículo 4.2 TUE), con arreglo a la cual –principios de autonomía institu-
cional y procedimental– los órganos llamados a intervenir y los procedimientos a seguir son los 
que determine el ordenamiento interno respectivo. Viene esta salvedad a propósito de las espe-
cificidades que aporta el derecho belga en la materia, en donde –en consonancia con el (con)
federalismo evolutivo allí existente– se atribuye a los parlamentos regionales –y no al nacional– 
la competencia para autorizar los tratados que afecten a materias de su competencia50. De ahí 
que, frente a las críticas dirigidas por algunos autores51, resulte plenamente congruente la even-
tualidad de un veto como el planteado por el Parlamento de Valonia con ocasión del acto de 
firma del CETA. En ese momento, en efecto, su ministro presidente, P. Magnette, advertía que: 

“La particularité wallonne c’est que notre Parlement a voulu utiliser ses prérogatives. Et que cela 
plaise ou non, cette assemblée a le même pouvoir constitutionnel qu’un Etat membre  ce qui alimente 
aujourd’hui la crise de l’Europe, c’est la manière de négocier des textes d’une telle importance”52.

Como es sabido, el incidente era finalmente resuelto, merced al compromiso expresado 
por la UE de dotar de garantías –en la línea solicitada por aquel– al proceso de conclusión del 
mismo53.

3.3 Los mecanismos de la democracia participativa y su incidencia 
en la conclusión del acuerdo

Finalmente, conviene analizar la cuestión del supuesto control en manos de la ciudadanía 
europea. En este orden, es cierto que el Tratado de Lisboa –recuperando fórmulas conteni-
das en el fallido Tratado constitucional de 2004– ha introducido previsiones en relación con 
la denominada “democracia participativa” (artículo 11 TUE). Este principio, sin embargo, se 
limita a modular el diseño del sistema político de la UE, firmemente anclado en la noción de 
“democracia representativa” (artículo 10 TUE); como consecuencia, la regulación atinente a la 
participación de la ciudadanía se cifra esencialmente en los mecanismos de diálogo y consulta 
abiertos eventualmente a la participación de la sociedad civil (v. gr. los habituales libros verdes 
o las ya mencionadas consultas públicas desarrolladas en relación con el CETA y el TTIP). En 
cambio, la aplicabilidad del mecanismo de la iniciativa ciudadana europea (en lo sucesivo, ICE) 
–contemplada en el artículo 11.4 TFUE54 y equivalente de la “iniciativa legislativa popular” regu-
lada en nuestra Constitución (artículo 87.3 CE)55–, en lo que atiende a la negociación y eventual 
conclusión de tales acuerdos, se torna más problemática. De hecho, esta fórmula queda –en 
principio– reservada para propuestas legislativas, fórmula bajo la cual no parece subsumirse en 
principio la conclusión de tratados internacionales, como es el caso; por otra parte, su acepta-
ción –aun en aquellos supuestos– quedaría al albur de la inequívoca discrecionalidad que a la 
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Comisión confiere la normativa en vigor, de ahí que una primera iniciativa fuera ya descartada 
por esta en 2014 al situarse fuera “del ámbito competencial definido”56. 

Ha de advertirse, sin embargo, que la propia práctica de la Comisión en la materia ha tendi-
do a abandonar su rígido formalismo anterior. En tal sentido, a finales de 2015 la Comisión de-
claraba admisible la iniciativa ciudadana Wake Up Europe!, que no perseguía el desarrollo de una 
propuesta legislativa, sino la activación del procedimiento sancionador previsto en el artículo 7 
TUE, abonando por consiguiente una concepción más laxa de la noción de “acto jurídico” en el 
contexto del procedimiento participativo57.Y por otra parte, abundando en esta orientación, re-
cientes decisiones del Tribunal General de la UE han cuestionado tanto la rigidez del mecanismo 
como la amplia discrecionalidad en manos de la Comisión Europea; en tal sentido, de un lado, 
aquel ha rechazado la estrecha caracterización del objeto de las propuestas instrumentadas a 
través de la ICE y lo ha hecho precisamente a propósito del rechazo por la Comisión de la ini-
ciativa STOP TTIP. En su pronunciamiento, el Tribunal General desarrolla un razonamiento en el 
que aboga por una lectura generosa de los cauces participativos, el cual por su relevancia nos 
vemos obligados a transcribir. Allí se dice que:

“…la normativa relativa a la ICE no incluye indicación alguna en virtud de la cual no quepa 
contemplar la participación ciudadana para impedir la adopción de un acto jurídico. Si bien es 
cierto que, según el artículo 11 TUE, apartado 4, y el artículo 2, apartado 1, del Reglamento n. 

211/2011, el acto jurídico previsto debe contribuir a la aplicación de los tratados, así ocurre sin 
duda en el caso de los actos que tienen por objeto impedir la celebración del TTIP y del CETA, 
que tienen como finalidad modificar el ordenamiento jurídico de la Unión.

Como han señalado acertadamente los demandantes, es evidente que el objetivo de par-
ticipación en la vida democrática de la Unión que persigue el mecanismo de la ICE incluye la 
facultad de solicitar la modificación de los actos jurídicos en vigor o su revocación, en todo o 
en parte.

Por tanto, nada justifica tampoco excluir del debate democrático los actos jurídicos que 
pretenden que se revoque una decisión por la que se autoriza la apertura de negociaciones para 
la celebración de un acuerdo internacional, igual que ocurre con los actos que tienen por objeto 
impedir la firma y la celebración de tal acuerdo, los cuales, en contra de la tesis defendida por la 
Comisión, producen innegablemente efectos jurídicos autónomos, al impedir, en su caso, una 
modificación anunciada del derecho de la Unión.

La tesis defendida por la Comisión, tal como parece deducirse de la decisión impugnada, 
implicaría en definitiva que una ICE sólo pudiese referirse a la decisión del Consejo de celebrar 
o de autorizar la firma de acuerdos internacionales cuya iniciativa hubiesen asumido las institu-
ciones de la Unión y que estas hubiesen negociado previamente, impidiendo al mismo tiempo 
a los ciudadanos de la Unión recurrir al mecanismo de la ICE para proponer modificaciones de 
tales acuerdos o su abandono. Es cierto que, ante el Tribunal, la Comisión ha afirmado que una 
ICE puede, en su caso, incluir también una propuesta de apertura de negociaciones para la 
celebración de un acuerdo internacional. Pues bien, nada justifica, en este último supuesto, que 
se obligue a los autores de una propuesta de ICE a esperar a la celebración de un acuerdo para 
poder impugnar a continuación únicamente la conveniencia de este.

Tampoco puede prosperar la alegación de la Comisión de que los actos que la propuesta 
de ICE le invita a presentar al Consejo supondrían una injerencia inadmisible en el desarrollo de 
un procedimiento legislativo en curso. En efecto, el fin perseguido por la ICE es permitir a los 
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ciudadanos de la Unión participar más en la vida democrática de la Unión, en particular expli-
cando en detalle a la Comisión las cuestiones que plantea la ICE, invitando a dicha institución 
a presentar una propuesta de acto jurídico de la Unión después de haber presentado la ICE, en 
su caso, en una audiencia pública organizada en el Parlamento de conformidad con el artículo 
11 del Reglamento n. 211/2011 y, por tanto, suscitando un debate democrático sin tener que 
esperar a la adopción del acto jurídico cuya modificación o abandono en definitiva se persigue.

Por consiguiente, tampoco vulnera el principio de equilibrio institucional, característico de la 
estructura institucional de la Unión, el hecho de admitir tal posibilidad (véase, en este sentido, 
la sentencia de 14 de abril de 2015, Consejo/Comisión, C-409/13, EU:C:2015:217, apartado 
64), en la medida en que corresponde a la Comisión decidir si da o no un curso favorable a la 
ICE presentando, conforme al artículo 10, apartado 1, letra c), del Reglamento n. 211/2011, en 
una comunicación, sus conclusiones finales de carácter jurídico y político sobre la misma, las 
medidas que en su caso se proponga adoptar y las razones para actuar así o para no hacerlo.

En consecuencia, lejos de suponer una injerencia en el desarrollo de un procedimiento legis-
lativo en curso, la propuesta de ICE es expresión de la participación efectiva de los ciudadanos 
de la Unión en la vida democrática de esta, sin comprometer el equilibrio institucional que 
propugnan los Tratados”58.

De otro lado, también el TGUE ha tratado de poner límites a la discrecionalidad en manos 
de la Comisión, al advertir que esta se troca en una arbitrariedad antijurídica cuando su rechazo 
a registrar una iniciativa no se acompaña de una motivación suficiente59. Aunque se impone la 
cautela a la hora de valorar unos pronunciamientos judiciales susceptibles de verse desautoriza-
dos por la instancia jurisdiccional suprema de la Unión, no conviene desconocer que los trabajos 
en curso con miras a una revisión del mecanismo de la ICE podrían propiciar en un futuro la 
consolidación de estos planteamientos aperturistas.

En otro orden de cosas, ha de destacarse que los límites que el derecho de la UE parece im-
poner a la democracia participativa en este contexto no impiden que en el orden interno se pue-
dan admitir estas fórmulas. En este sentido, conviene recordar que algunos Estados miembros 
se han servido del recurso a fórmulas referendarias para consultar a la ciudadanía en relación 
con diferentes desarrollos producidos en el curso del proceso de integración europea. Además, 
en este orden, conviene recordar que los Países Bajos han introducido recientemente un pro-
cedimiento de iniciativa popular conforme al cual, con arreglo a ciertas condiciones, puede la 
ciudadanía instar la celebración de un plebiscito en relación con los tratados internacionales 
concluidos por el Reino o en los que este participe: en tal sentido, la reciente aplicación del me-
canismo al polémico supuesto del Acuerdo (mixto) de asociación entre la UE, sus Estados miem-
bros y Ucrania de 2014 supuso el rechazo del cuerpo electoral neerlandés a este en la consulta 
realizada en abril de 2016, dificultando la conclusión del acuerdo60. De hecho, los obstáculos 
derivados de este plebiscito han tratado de ser sorteados mediante una posterior decisión del 
Consejo Europeo, ofreciendo una serie de precisiones en relación con el objeto del acuerdo, con 
miras a posibilitar el levantamiento del veto holandés61.

3.4 La eventualidad del control jurisdiccional

Como ya hemos señalado, en cuanto “Unión de Derecho”, los controles existentes en la 
Unión Europea comportan asimismo un control jurisdiccional, en manos del TJUE, ejercitable 
tanto ex ante (dictamen sobre el proyecto de acuerdo, conforme al artículo 218.11 TFUE, pre-
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viamente citado) como ex post (recurso de anulación, ex artículo 267 TFUE), en relación con 
todo acuerdo internacional –obviamente, también para el CETA y el TTIP– en el caso de que se 
considere que sus disposiciones contrarían lo dispuesto en los tratados, si bien con las consabi-
das limitaciones en materia de legitimación procesal, restringida a los Estados miembros y a las 
instituciones (incluido el PE, tal como hemos visto)62. Esta vía no ha de desdeñarse –como se ha 
apuntado, la Comisión Europea no ha descartado recurrir a ella63– y sus eventuales consecuen-
cias tampoco, por cuanto el TJUE se ha revelado particularmente celoso a la hora de defender 
sus competencias frente a posibles acuerdos internacionales que puedan ponerlas en riesgo; en 
tal sentido, desde el año 1993 una copiosa jurisprudencia ha cuestionado numerosos proyectos 
–o simples hipótesis– de acuerdo (Espacio Económico Europeo, Patente Europea, Convenio Eu-
ropeo de Derechos Humanos: ¡en este último caso, por dos veces (1996 y 2014)! En todo caso, 
tal posibilidad –pese a las supuestas clarificaciones ofrecidas por el ya mencionado reciente Dic-
tamen TJUE 2/15– no ha de verse descartada, pues Bélgica ha reiterado su intención de solicitar, 
conforme al artículo 218.11 TFUE, un dictamen del TJUE referido específicamente al CETA64.

Por otra parte, dada la estructura multinivel que coexiste en el seno de la Unión Europea, 
tampoco ha de descartarse la puesta en marcha de un control jurisdiccional, en este caso a car-
go de los tribunales de los Estados miembros en relación con los mencionados acuerdos –una 
vez más, presupuesto su carácter mixto–. De hecho, en el caso del CETA la cuestión se está 
planteando tanto en Francia como en otros Estados miembros. Y, en cuanto al TTIP, la doctrina 
alemana ya sopesaba hace tiempo la posibilidad de un futuro control de este a cargo del Tribu-
nal Constitucional Federal. En este orden, conviene llamar la atención sobre el hecho de que la 
laxitud de la legitimación en algunas de estas instancias jurisdiccionales amplía sobremanera las 
posibilidades de un eventual control sobre estos acuerdos65.

4 A MODO DE CONCLUSIÓN: NEGOCIAR EN “TIEMPOS LÍQUIDOS”

La nueva generación de acuerdos de libre comercio en cuya negociación se han embarcado 
las principales potencias occidentales –y dentro de ellas la UE y sus Estados miembros– ha sus-
citado una inesperada inquietud entre toda suerte de actores, tal como ha revelado la reciente 
decisión del presidente de los EE.UU., D. Trump, de desistir en la conclusión del TPP. 

Con todas las salvedades posibles, en el caso de la Unión Europea el panorama resulta no 
menos perturbador. El tradicional sigilo con el que se ha conducido la negociación de los acuer-
dos comerciales se ha revelado inconciliable con las exigencias de publicidad que una sociedad 
civil crecientemente movilizada ha reclamado a las instituciones europeas –particularmente, a 
la Comisión, responsable efectiva de tales negociaciones. Si bien comprensible técnicamente, 
la confidencialidad reclamada por esta para su desarrollo no ha satisfecho a aquella y plantea el 
problema de su difícil conciliación con una Unión Europea cuyo funcionamiento se guía –con 
las oportunas excepciones– por el principio de transparencia. De hecho, las tentativas de la Co-
misión por ofrecer una información limitada en el marco de la frustrada negociación del TTIP y 
la velada renegociación –tras conocerse su contenido– de significativas disposiciones del CETA 
ponen de manifiesto las limitaciones del viejo modelo y revelan la urgente necesidad de arbitrar 
futuros mecanismos en los que se concilie la imprescindible reserva con las ineludibles implica-
ciones de una acción exterior democrática. 

En este contexto, no menores son las dificultades que ha de arrostrar la conclusión de unos 
acuerdos cuya entidad –de la que da prueba su caracterización doctrinal como “acuerdos trans-
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formativos”– suscita una comprensible preocupación en los gobiernos y las sociedades de los 
Estados miembros. En este orden, la pretendida competencia exclusiva de la Unión –cimentada 
en las reformas introducidas por el Tratado de Lisboa en el ámbito de la política comercial– no 
parece satisfacer las exigencias ni de unos ni de otras, que reclaman su participación en el proce-
so, invocando los unos la controvertida naturaleza mixta de los acuerdos en cuestión, poniendo 
en marcha las otras los instrumentos de la democracia participativa. 

En este confuso panorama, complicado además por el Brexit en curso –que obligará en su 
momento a una nueva revisión del CETA– y la implicación de nuevos actores –tal como ha refle-
jado el “incidente valón” en el proceso de firma de este acuerdo–, no ha de sorprender que la 
última palabra corresponda a las instancias jurisdiccionales, tanto de la UE como de los Estados 
miembros. Grandeza y servidumbre de una Unión y unos Estados miembros cuyo actuar –tam-
bién en el marco de la política comercial– ha de guiarse por un escrupuloso respeto al principio 
de la “Unión/Estado de derecho”.
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acuerdo en ciernes (Peterson, 2016: 388).
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30 Bassols Jacas, 2016: 120.

31 Ibid.

32 El papel de los lobbies ha resultado decisivo para el inicio de las diferentes negociaciones comerciales tanto en el caso estadounidense como 
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de interés de Cataluña (DOGC, n. 7310, 16 de febrero de 2017).
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12882/16, Bruselas, 6 de octubre de 2016.

35 Aunque la UE hace un uso peculiar de las categorías jurídicas contempladas en los Convenios de Viena, presentando “singularidades ter-
minológicas” e “imaginativas aportaciones” (Andrés Sáenz de Santa María, 2016: 55, 101), en este punto no existe variación. La rúbrica es 
el procedimiento de autenticación, con independencia del ulterior proceso de revisión jurídica (vid. infra); la firma en cambio conforma el 
inicio del proceso de conclusión del tratado, en línea con la denominada “firma simple” en la práctica de las Naciones Unidas: ello explica 
que el CETA fuera primero rubricado (autenticación) el 1 de agosto de 2014 y luego firmado el 30 de octubre de 2016, abriéndose con 
este último acto el proceso de cara a la manifestación del consentimiento en obligarse por él por parte de los signatarios.

36 http://trade.ec.europa.eu/doclib/docs/2014/september/tradoc_152806.pdf (28-02-2017). De hecho, un estudio cuantitativo del texto 
ha revelado que el 19% del capítulo en materia de inversiones había experimentado modificaciones sin que en su inmensa mayoría se 
debieran propiamente al proceso de revisión jurídica, sino a una renegociación orientada a vencer las resistencias crecientes de la opinión 
pública europea –alertada por el paralelo proceso negociador del TTIP– de algunos gobiernos (p. e. el francés) e incluso a permitir al 
entrante Gobierno liberal canadiense de J. Trudeau revisar algunas disposiciones controvertidas (el ISDS en particular), reacomodándolas 
a las propuestas formuladas por la Comisión al hilo de otros procesos negociadores; en concreto el TTIP y el Acuerdo de libre comercio 
con Vietnam (Alschner, Skougarevsky, 2016: 585). En todo caso, pese a su trascendencia, no abordaremos en este estudio las relevantes 
cuestiones que suscita el ISDS en relación con el CETA y el TTIP. Al respecto vid. Fach Gómez, 2017: 295; Pascual Vives, 2017: 287; Saura 
Estapá, 2016: 315.

37 Aunque el artículo 218.10 do TFUE impone un deber de información “plena e inmediata” al PE, esta se canaliza en el caso a través de la 
Comisión de Comercio Internacional (INTA).

38 Los consabidos límites en el control parlamentario de la conclusión del TTIP –y del previamente negociado CETA– han llevado a sugerir 
la necesidad de reforzar en su implementación los mecanismos de la democracia participativa y deliberativa contemplados en el artículo 
11 TUE (véase más abajo, 3.3), de suerte que se evite la “mercantilización” (commodification) de los ciudadanos europeos (Petersmann, 
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2015: 606). Debe advertirse, sin embargo, que en los EE.UU., donde el control parlamentario de los tratados comerciales resulta a priori 
más severo –posibilitando la introducción de enmiendas–, se ha habilitado respecto del TPP y del TTIP el procedimiento de urgencia (fast 
track), autorizando al presidente (Trade Promotion Authority, TPA) a someter por este cauce los acuerdos comerciales concertados antes del 
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39 Resolución legislativa del Parlamento Europeo, de 15 de febrero de 2017, sobre el proyecto de Decisión del Consejo relativa a la celebra-
ción del Acuerdo Económico y Comercial Global (CETA) entre Canadá, por una parte, y la Unión Europea y sus Estados miembros, por otra 
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TA+P8-TA-2017-0030+0+DOC+PDF+V0//ES (14-07-2017).

40 Véase más abajo, 3.4.
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González Alonso, Santos Vara, 2013: 751.
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guraría una calificación semejante para el TTIP (Webb, O’Neill, 2016: 11).

43 Bajo el mandato del anterior comisario de Comercio, K. De Gucht, parecía imponerse un planteamiento negativo blandiendo la posibilidad 
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en Webb, 2015: 22). 

44 Guamán, 2015, loc. cit.

45 En cambio, su concreción en el caso español podría suscitar “problemas de calificación” en relación con la eventual aplicación del artículo 
93 CE y la mayoría agravada en él requerida.

46 Acuerdo de Asociación CE (UE)-ACP de Cotonou, de 23 de junio de 2000, revisado en 2005 y 2010, DO n. L 287, 4 de noviembre de 2010.

47 Sobre el particular véase González Vega, 2015.

48 EU:C:2017:376. El dictamen fue solicitado por la Comisión en octubre de 2015 en relación con el acuerdo comercial con Singapur de 20 
de septiembre de 2013, aunque se considera que su respuesta resuelve la cuestión tanto respecto del TTIP como del CETA. Con ello se 
clarifica la jurisprudencia hasta ahora poco concluyente en relación con las nuevas disposiciones de la PCC (Larik, 2015: 779; Streinz, 
2015: 271), aunque al mismo tiempo se atenúa considerablemente la “mixtura” de la práctica convencional anterior. En este orden, 
conviene confrontar la amplia mixtura sostenida por la abogada general E. Sharpston, en sus Conclusiones de 21 de diciembre de 2016 
(ECLI:EU:C:2016:992) con las parcas competencias mixtas retenidas por el TJUE, limitadas al mecanismo de solución de diferencias entre 
Estados e inversores (ISDS) y el régimen de inversiones no directas. Al respecto vid. Guamán, Moreno, 2017, en https://iniciativadebate.
org/2017/05/22/la-trampa-del-tribunal-de-justicia-a-proposito-de-los-tratados-de-comercio/ (05-06-2017).

49 Tal cosa es posible conforme al artículo 218.5 TFUE, donde el Consejo puede acordarla por mayoría cualificada, previa autorización del PE. 
El CETA la contempla, aunque –ahora– excluyendo las materias en que aparece a priori implicada la competencia de los Estados miembros. 
Al respecto vid. Rodríguez Magdaleno, 2017. 

50 Tras la reforma constitucional de 2014 las regiones belgas pueden condicionar la acción exterior del Ejecutivo federal; en ese contexto el 
28 de abril de 2016 el Parlamento valón rechazaba acordar los pleno poderes al Gobierno federal para concluir el AECG (Cfr. “La Wallonie 
s’oppose fermement au CETA”, en https://blogs.mediapartículofr/gerard-becquet/blog/280416/la-wallonie-soppose-fermement-au-ceta 
(28-02-2017).

51 En tal sentido, vid. Sosa Wagner, Fuertes, 2016. Contra esta apreciación, Mangas Martín, 2016.
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59 Cfr. Sentencia TGUE de 3 de febrero de 2017, Bürgerausschuss für die Bürgerinitiative Minority SafePack – one million signatures for diversity 
in Europe c. Comisión Europea, T-646/13, EU:T:2017:59.
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60 Se trata de la Ley sobre referéndums consultivos, en vigor desde julio de 2015, conforme a la cual –sobre la base de las 427.939 declara-
ciones de apoyo– se sustanció la consulta el 6 de abril de 2016, deparando un resultado de más del 60% de votos contrarios al acuerdo. 
No obstante, dada la baja participación del electorado (32%) y la naturaleza no vinculante de la consulta, el Ejecutivo holandés ante las 
elecciones en ciernes vacilaba respecto a la decisión a adoptar, lo que no impedía que partes importantes del acuerdo se aplicaran provi-
sionalmente desde el 1 de septiembre de 2014, ampliadas sustancialmente a partir del 1 de enero de 2016. Cfr. http://www.consilium.
europa.eu/es/policies/eastern-partnership/ukraine/ (01-03-2017).

61 Cfr. Decisión de los jefes de Estado o de Gobierno de los veintiocho Estados miembros de la UE, reunidos en el seno del Consejo Europeo, 
relativa al Acuerdo de Asociación entre la Unión Europea y la Comunidad Europea de la Energía Atómica y sus Estados miembros, por 
una parte, y Ucrania, por otra, de 15 de diciembre de 2016, EUCO 34/16; en http://www.consilium.europa.eu/es/press/press-relea-
ses/2016/12/15-euco-conclusions-final/ (10-03-2017). Sobre esa base, la cámara baja de los Estados Generales aprobaba el acuerdo el 24 
de febrero de 2017 y lo propio hacía el Senado holandés el pasado 30 de mayo. Cfr. https://www.euractiv.com/section/elections/news/
dutch-senators-approve-compromise-on-eu-ukraine-pact/ (05-06-2017). 

62 Por eso resulta engañoso sugerir la oportunidad de esta vía de acción a los particulares (Guamán, 2015: 60); bien al contrario, severas 
limitaciones lastran esta legitimación basándose en una caracterización restrictiva de la jurisprudencia, que ni las reformas del Tratado de 
Lisboa han logrado revertir (Waelbroeck, Bombois, 2014: 21; Fromont, Van Waeyenberge, 2015: 113). A todo ello se suma el hecho de la 
dificultad en cuanto a la invocabilidad por los particulares de los acuerdos internacionales (Delile, 2015: 151), afirmación que constituye 
prácticamente un dogma en relación con los acuerdos comerciales que –conforme a reiterada jurisprudencia del TJUE respecto a los 
acuerdos del GATT/OMC– carecen de efecto directo.

63 Esa era la posición mantenida por el anterior comisario de Comercio, K. De Gucht, en la precedente “Comisión Barroso”, bajo la que se 
iniciaron las negociaciones del TTIP.

64 Cfr. “Ceta: la Belgique saisira la Cour de Justice de l’UE «avant l’été»”, Le Soir, 16 de mayo de 2017, en http://www.lesoir.be/1504521/
article/actualite/belgique/politique/2017-05-16/ceta-belgique-saisira-cour-justice-l-ue-avant-l-ete (05-06-2017).

65 Así en el caso alemán, donde los más recientes desarrollos jurisprudenciales apuntan a un control genérico sobre toda suerte de actos de 
la UE (Gärditz, 2014: 183).


